
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE CHIAPAS. 
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Secretaría de Gobierno. 
  
 Decreto Número 16. 
 
Patrocinio González Garrido, Gobernador del Estado Libre y Soberano de Chiapas, a sus 
habitantes hace saber: que la Honorable Quincuagésima Séptima Legislatura del mismo, 
se ha servido dirigir al Ejecutivo de su cargo el siguiente: 
 
 Decreto Número 16. 
 
La Honorable Quincuagésima Séptima Legislatura Constitucional del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas, en uso de las facultades que le concede la Constitución Política 
Local, expide la siguiente: 
 
 

LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 
CHIAPAS 

 
TÍTULO PRIMERO 

 
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

 
Capítulo primero 

 
Disposiciones generales 

 
Artículo 1º. 
 
Esta ley es de orden público y tiene por objeto mediante recurso de reconsideración o 
juicio de nulidad regular las controversias que se susciten en contra de las resoluciones 
definitivas que se indican a continuación: 
 
I. De las que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades del Poder 

Ejecutivo del Estado, de los municipios y de las entidades con funciones 
administrativas de autoridad de carácter estatal o municipal. 

 
II. De las que dicten, ordenen, ejecuten, o traten de ejecutar las autoridades del Poder 

Ejecutivo del Estado, de los municipios y de las entidades con funciones fiscales de 
autoridad de carácter estatal o municipal, en que se determine la existencia de una 
obligación fiscal, se fije la cantidad líquida o se den las bases para su liquidación. 

 
III. Las que constituyan créditos por responsabilidades contra servidores públicos del 

Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios y de las entidades, así como en 
contra de los particulares involucrados en dichas responsabilidades, en términos de 
la ley de la materia. 



 

 

 
IV. Derogada. 
 
(Reforma al artículo 2 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial No. 285. 22 de diciembre de 
1993) 
Artículo 2º. 
 
Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales o 
administrativas estatales o municipales, deberán ser resueltas en un plazo de 
treinta días. Transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, el interesado 
podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, y podrá interponer los medios 
de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, 
o bien, esperar a que esta se dicte.  

 
 

Capítulo Segundo 
 

Del Recurso de Reconsideración 
 
Artículo 3º. 
 
En contra de los actos o resoluciones dictados en materias administrativa o fiscal estatal o 
municipal, procederá interponer el recurso de reconsideración ante la misma Autoridad 
que lo dicto, si es que la ley específica no prevee recurso administrativo alguno. El escrito 
de interposición del recurso deberá presentarse ante la autoridad que emitió o ejecutó el 
acto o resolución impugnada, dentro de los quince días siguientes a aquel en que surta 
efectos la notificación relativa. 
 
Artículo 4º. 
 
El escrito de interposición de recurso deberá llenar los siguientes requisitos: 
 
I. Nombre y domicilio del promovente y, en su caso, de quien lo haga en su nombre. 
 
II. La resolución o acto administrativo impugnado. 
 
III. La pretensión que se deduce. 
 
IV. La fecha en que se tuvo conocimiento del acto o resolución impugnada.  
 
V. Los hechos que den motivo al recurso. 
 
VI. La expresión de los agravios que le cause el acto o resolución impugnado. 
 
VII. Las pruebas que se ofrezca. 
 



 

 

En caso de que se ofrezca prueba pericial o testimonial se precisarán los hechos sobre los 
que deban versar y señalaran los nombres y domicilios del perito o de los testigos. Sin 
estos señalamientos se tendrán por no ofrecidas. 
 
Artículo 5º. 
 
El recurrente deberá adjuntar a su recurso: 
 
I. El documento que acredite su personalidad cuando no gestione a nombre propio. 
 
II. El documento en que conste el acto impugnado o, en su caso, copia de la instancia 

no resuelta por la autoridad. 
 
III. Constancia de la notificación del acto impugnado, excepto cuando el recurrente 

declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando hubiera 
sido por correo. Si la notificación fue por edictos deberá señalar la fecha de la 
última publicación, y el nombre del órgano en que esta se hizo. 

 
IV. El cuestionario que debe desahogar el perito, el cual deberá ir firmado por el 

recurrente. 
 
V. Las pruebas documentales que ofrezca. 
 
Cuando no se adjunten al recurso los documentos a que se refiere este precepto, la 
autoridad requerirá, mediante notificación personal al recurrente, para que los presente en 
el plazo de cinco días, apercibiéndolo de que de no hacerlo se tendrán por no ofrecidas 
las pruebas respectivas, o si se trata de los previstos en las fracciones I a III, se tendrá por 
no presentado el recurso. 
 
Artículo 6º. 
 
El promovente tendrá derecho a ampliar su recurso dentro de los quince días siguientes al 
en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita la contestación de los agravios 
expresados, en los casos siguientes: 
 
I. Cuando se impugne una negativa ficta. 
 
II. Cuando el recurrente invoque que no conocía los fundamentos o motivos del acto o 

resolución impugnada, sino hasta que se hayan contestado los agravios, y este 
hecho se demuestre, de los contrario no se tomará en cuenta la ampliación al 
resolverse en definitiva. 

 
Artículo 7º. 
 



 

 

Se admitirán toda clase de pruebas, excepto la de confesión de autoridades mediante 
absolución de posiciones, así como aquellas que fueren contrarias a la moral y las buenas 
costumbres. 
 
Artículo 8º. 
 
La autoridad podrá acordar de oficio, la práctica de cualquier diligencia que tenga relación 
con los puntos controvertidos o para acordar la exhibición o el desahogo de las pruebas 
que estime conducentes para la mejor decisión del asunto, notificando oportunamente a 
las partes a fin de que puedan intervenir, si así conviene a sus intereses. 
 
Artículo 9º. 
 
La prueba pericial tendrá lugar en las cuestiones relativas a alguna ciencia o arte. Los 
Peritos deberán tener título en la especialidad a que pertenezcan la cuestión sobre la que 
ha de oírse su parecer, si estuviere legalmente reglamentada. 
 
Los Peritos estarán impedidos para determinar en los casos a que se refiere el artículo 29. 
 
Artículo 10. 
 
Al ofrecerse la prueba presentarán los cuestionarios de los Peritos, quienes deberán rendir 
su dictamen en la fecha que se haya fijado para su desahogo. 
 
Artículo 11. 
 
Para desahogar la prueba testimonial se requerirá a la oferente para que presente a los 
testigos y cuando ésta manifieste no poder presentarlos, la autoridad los citará para que 
comparezcan el día y hora que al efecto señale. De los testimonios se levantará acta 
pormenorizada y podrán serles formuladas por la autoridad aquellas preguntas que estén 
en relación directa con los hechos controvertidos o persigan la aclaración de cualquier 
respuesta. Las autoridades rendirán testimonio por escrito. 
 
Artículo 12. 
 
La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes disposiciones: 
 
I. Harán prueba plena, la confesión expresa de las partes y las presunciones legales 

no desvirtuadas por prueba en contrario, así como los hechos legalmente 
afirmados por autoridad en documentos públicos; pero, si en éstos últimos se 
contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, 
los documentos sólo prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se 
hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo 
declarado o manifestado. 

 



 

 

Tratándose de actos de comprobación de las autoridades administrativas, se 
entenderán como legalmente afirmados los hechos que constan en las actas 
respectivas. 

 
II. El valor de las pruebas pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas 

quedará a la prudente apreciación de la autoridad que conozca de la apelación. 
Cuando por el enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, la 
autoridad adquiera convicción distinta acerca de los hechos materia del litigio, 
podrá valorar las pruebas sin sujetarse a lo dispuesto en las fracciones anteriores, 
debiendo fundar y motivar esta parte de su resolución. 

 
Artículo 13.  
 
La resolución que ponga fin al recurso podrá: 
 
I. Desecharlo por improcedente o sobreseerlo, en su caso. 
 
II. Confirmar el acto impugnado. 
 
III. Mandar reponer el procedimiento administrativo. 
 
IV. Dejar sin efectos el acto impugnado. 
 
V. Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo sustituya, cuando el recurso 

interpuesto sea total o parcialmente resuelto a favor del recurrente. 
 
Si la resolución ordena realizar un determinado acto o iniciar la reposición del 
procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de cinco días. 
 
 

TÍTULO SEGUNDO 
 

DEL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

Capítulo Primero 
 

Disposiciones Generales 
 

(Reforma al artículo 14 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial No. 285. 22 de diciembre de 
1993) 
Artículo 14. 
 
En contra de los actos especificados en el artículo primero de esta ley y de no 
optarse por el recurso de reconsideración, el interesado podrá promover juicio de 
nulidad ante la sala administrativa del Tribunal Superior de Justicia, que se 
substanciará y resolverá con arreglo al procedimiento que señala esta ley. A falta de 



 

 

disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prescribe este 
ordenamiento, se estará a lo dispuesto por el Código de Procedimientos Civiles del 
Estado; en materia fiscal, a la Ley de Hacienda y al Código Fiscal del Estado, en lo 
que resulten aplicables. 
 
Artículo 15. 
 
Toda promoción deberá estar firmada por quien la formule y sin este requisito se tendrá 
por no presentada, a menos que el promovente no sepa o pueda firmar, caso en el que 
imprimirá su huella digital y firmará otra persona a su ruego, expresándose esta 
circunstancia. 
 
Artículo 16. 
 
Los recursos o medios de defensa previstos en las leyes o reglamentos del Estado y el 
recurso de reconsideración, podrán ejercitarse a opción del Gobernado, estos proceden 
en juicio aunque no se exprese su nombre o se diga equivocadamente. 
 
Artículo 17. 
 
En los juicios de nulidad que se tramiten ante las Salas no habrá lugar a condenación en 
costas. 
 
Artículo 18. 
 
Las diligencias o audiencias, que practiquen las Salas, serán públicas salvo los casos en 
que la moral, el interés público o la ley, exijan que sean secretas. 
 
Artículo 19. 
 
Las diligencias que deban practicarse fuera del recinto de las Salas, pero dentro de su 
jurisdicción, se encomendarán a los Secretarios o Actuarios de las mismas. 
 
Artículo 20. 
 
Las actuaciones de las Salas y los informes, contestación o cualquier otro documento que 
obre en autos, deberán constar en español, los documentos redactados en otro idioma o 
dialecto, deberán acompañarse con la correspondiente traducción oficial al español. Las 
fechas y cantidades se escribirán con letra; no se admitirán siglas ni abreviaturas. 
 
Artículo 21. 
 
En los juicios de nulidad no procederá la gestión oficiosa, quien promueva a nombre de 
otro deberá acreditar que la representación le fue otorgada a más tardar en la fecha de 
presentación del escrito de demanda. 
 



 

 

La representación de los particulares se otorgará en escritura pública o carta poder 
firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante y testigos ante Notario o 
ante los Secretarios de la Sala, sin perjuicios de lo que disponga la legislación de 
profesiones. 
 
La representación de las autoridades corresponderá a la unidad administrativa encargada 
de su defensa jurídica según lo disponga la ley, o el Ejecutivo Estatal en el reglamento o 
decreto respectivo. 
 
Los particulares o sus representantes podrán autorizar por escrito a Licenciados en 
Derecho que a su nombre reciban notificaciones, la persona así autorizada podrá hacer 
promociones de trámite, rendir pruebas, presentar alegatos, interponer recursos. Las 
autoridades podrán nombrar delegados para los mismos fines. 

 
Capítulo Segundo 

 
De las Notificaciones y de los Términos 

 
Artículo 22. 
 
Las resoluciones serán notificadas: Personalmente dentro del tercer día a partir de aquel 
en que se pronuncio la resolución; por lista, al día siguiente de ser pronunciadas; o por 
correo certificado con acuse de recibo, caso en el que la pieza postal deberá ser 
depositada en el correo al día siguiente de la resolución. La resolución respectiva indicará 
la forma en que deba efectuarse la notificación. 
 
Artículo 23. 
 
Los particulares deberán señalar domicilio en la población donde residan las Salas en el 
primer escrito que presenten y notificar el cambio del mismo, para hacerles las 
notificaciones personales. En caso de no hacerlo así, las notificaciones que deban ser 
personales se harán por lista de acuerdos. 
 
Artículo 24. 
 
Las notificaciones se harán: 
 
I. A las autoridades por oficio o personalmente a sus representantes si estuvieren 

presentes en la Sala. 
 

Tratándose de resolución definitiva, la notificación se hará en forma personal. 
 
II. A los particulares personalmente o por correo certificado con acuse de recibo, 

cuando: 
 

A) Se admita o deseche el escrito o demanda de nulidad. 



 

 

 
B) Se mande citar a un tercero. 

 
C) Se trate de un requerimiento. 

 
D) Se trate de resolución definitiva. 

 
E) La sala considere que se trata de un caso urgente; y 

 
F) Se refieran a algún otro medio de defensa. 

 
III. Fuera de los casos señalados en la fracción anterior, las notificaciones se harán 

personalmente en la Sala a los particulares, si se presentaren dentro de las 24 
horas siguientes  a la en que haya dictado la resolución. Transcurrido dicho término 
dicho término, por lista autorizada que se fijará en los estrados de la Sala. 

 
Cuando el servicio postal devuelva por causa imputable al particular un oficio de 
notificación, se hará por lista en la Sala. 
 
Artículo 25. 
 
Las notificaciones surtirán efectos el día siguiente al en que fueron hechas. 
 
Artículo 26. 
 
En las actuaciones respectivas, el Actuario asentará razón del envió por correo o entrega 
de los oficios de notificación, así como de las notificaciones personales o por lista. 
 
Los acuses de recibo postales y las piezas certificadas devueltas se agregarán como 
constancia a dichas actuaciones. En caso de duda, se pedirá a la oficina de correos 
informe: la lista postal en que figure de recibida la pieza postal, su recibo al interesado y su 
despacho devuelto a la autoridad judicial. 
 
Artículo 27. 
 
El cómputo de los términos se sujetará a las reglas siguientes: 
 
I. Comenzará a correr desde el día siguiente al en que surta efectos la notificación; 

serán improrrogables y se incluirá en ellos el día del vencimiento; y 
 
II. Los términos se computarán por días hábiles. 
 
Artículo 28. 
 



 

 

La notificación omitida o irregular se entenderá hecha formalmente a partir del momento 
en que el interesado se haga sabedor de las misma, salvo cuando se promueva su 
nulidad. 
 
 

Capítulo Tercero 
 

De los Impedimentos y Excusas 
 
Artículo 29. 
 
Los Magistrados de las Salas Administrativa del Tribunal Superior de Justicia estarán 
impedidos para conocer, cuando: 
 
I. Tengan interés personal en el asunto que haya motivado el juicio. 
 
II. Sean cónyuges o parientes consanguíneos o afines de algunas de las partes, de 

sus abogados o representantes, en línea recta sin limitación de grado; dentro del 
cuarto grado, en la colateral por consaguinidad, o dentro del segundo en la 
colateral por afinidad. 

 
III. Hayan sido abogados o apoderados de alguna de las partes en el mismo asunto. 
 
IV. Tengan amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes o sus 

abogados o representantes. 
 
V. Hayan emitido el acto impugnado o haber intervenido con cualquier carácter en la 

fase oficiosa del procedimiento administrativo o en la ejecución. 
 
VI. Sean partes en un juicio similar, pendiente de resolución por los Juzgados o por la 

Sala. 
 
VII. Estén en una situación que pueda afectar su imparcialidad en forma análoga. 
 
Artículo 30. 
 
Incurre en responsabilidad el Magistrado que, teniendo impedimento para conocer de un 
asunto, no excuse o que, no teniéndolo, presente excusa apoyándose en causas diversas 
de las del impedimento y pretenda que se le aparte del conocimiento de aquél. 
 
Artículo 31. 
 
Los Magistrados que se consideren impedidos para conocer de algún asunto, harán la 
manifestación a que se refiere el artículo anterior ante el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia. 
 



 

 

Artículo 32. 
 
El impedimento se calificará por el pleno, en el acuerdo en que se de cuenta del mismo. 
En caso de empate, el Presidente del Tribunal tendrá voto de calidad. El Magistrado de 
cuyo impedimento se trate, no podrá participar en las deliberaciones ni en la decisión. 
 
Artículo 33. 
 
Las partes podrán recusar a los Magistrados por cualquiera de las causas a que se refiere 
el artículo 29. La recusación con causa se hará valer ante el Pleno del Tribunal de Justicia, 
el que decidirá conforme a las fracciones señaladas en el artículo anterior. Al interponer 
recusación con causa las partes presentaran las pruebas en que funden su petición sin 
que sean admisibles testimoniales o periciales. 
 
Las recusaciones notoriamente infundadas y frívolas darán lugar a que el pleno imponga 
una sanción consistente en multa por el importe de veinticinco a cien días de salario 
mínimo vigente en el Estado, tomando en consideración las condiciones particulares del 
caso. 
 

Capítulo Cuarto 
 

De la Demanda de Nulidad 
 
Artículo 34. 
 
La demanda de nulidad se presentará por escrito directamente ante la Sala en cuya 
circunscripción radique la autoridad que emitió la resolución impugnada, dentro de los diez 
días hábiles siguientes a aquel en que haya surtido efectos la notificación de esta. 
 
Podrá enviarse por correo certificado con acuse de recibo si el demandante tiene su 
domicilio fuera de la población donde este la sede de la Sala, siempre que el envío se 
efectúe en el lugar en que resida el demandante. La Sala podrá solicitar informes a la 
oficina de correos acerca de la lista postal en que se encuentre la pieza certificada. 
 
Artículo 35. 
 
El escrito de demanda de nulidad deberá satisfacer los requisitos del artículo 4º de esta 
ley y señalar además: 
 
I. La autoridad o autoridades que dictaron el acto o resolución materia de la nulidad. 
 
II. El nombre y domicilio del tercero perjudicado si lo hubiere. 
 
Cuando se omitan los datos previstos en las fracciones anteriores u omita presentar el 
acto o resolución impugnada, el Magistrado requerirá mediante notificación personal al 
demandante para que los proporcione en el plazo de cinco días apercibiéndolo que de no 



 

 

hacerlo en tiempo se tendrá por no presentar la demanda si se omiten los datos del 
domicilio del demandante, el requerimiento se hará mediante notificación por lista de 
acuerdos. 
 
Cuando el demandante fallezca durante el término para iniciar juicio, aquel se suspenderá 
hasta por seis meses, si antes no se ha aceptado el cargo de representante de la 
sucesión. 
 
Artículo 36. 
 
El promovente deberá adjuntar a su demanda: 
 
I. El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue 

reconocida por la autoridad demandada, cuando no gestione a nombre propio. 
 
II. El documento en que conste el acto impugnado o, en su caso, copia de la instancia 

no resuelta por la autoridad. 
 
III. Constancia de la notificación del acto impugnado, excepto cuando el demandante 

declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando hubiera 
sido por correo. Si la notificación fue por edictos deberá señalar la fecha de la 
última publicación, y el nombre del periódico en que se hizo; y 

 
IV. En su caso, las pruebas supervenientes. 
 
 

Capítulo Quinto 
 

De la Contestación de la Demanda de Nulidad 
 
Artículo 37. 
 
Admitida la demanda se correera traslado de ella a las autoridades cuyos actos se 
impugnen emplazándolos para que la contesten dentro de los diez días hábiles siguientes 
al en que surta efectos el emplazamiento. En el mismo acuerdo citará para la audiencia 
dentro de un plazo que no excederá de veinte días y dictará las demás providencias que 
procedan conforme a la ley. 
 
Artículo 38. 
 
El tercero, dentro de los diez días siguientes a aquel en que se corra traslado de la 
demanda de nulidad, podrá apersonarse en juicio, mediante escrito que contendrá los 
requisitos del escrito de interposición de la demanda o de la contestación, según sea el 
caso así como la justificación de su derecho para intervenir en el asunto. 
 
Artículo 39. 



 

 

 
Si no se produce la contestación en tiempo o esta no se refiere a todos los hechos, se 
tendrán como ciertos los que el demandante impute de manera precisa a las autoridades, 
salvo que por las pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuados. Cuando 
alguna autoridad que deba ser parte en el procedimiento no fuese señalada por el 
demandante, la autoridad judicial de oficio le correrá traslado de la apelación para que 
conteste  los agravios en el término de ley. 
 
Artículo 40. 
 
La autoridad expresará en su contestación a la demanda: 
 
I. Todo lo relacionado con los agravios, y se referirá concretamente a cada uno de los 

hechos que se imputen de manera expresa, afirmándolos, negándolos, expresando 
que los ignora por no ser propios o exponiendo como ocurrieron según sea el caso. 

 
II. Los argumentos por medio de los cuales se demuestre la ineficacia de los agravios. 
 
III. En su caso, las pruebas que ofrezca. 
 
IV. Los incidentes de previo y especial pronunciamiento que estima procedente. 
 
Artículo 41. 
 
En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la 
resolución impugnada. 
 
En caso de resolución negativa ficta, la autoridad expresará los hechos y el derecho en 
que se apoya la misma. 
 
En la contestación de la demanda o hasta la audiencia, la autoridad podrá allanarse a las 
pretensiones del demandante o, en su caso revocar la resolución impugnada. 
 
 

Capítulo Sexto 
 

De los Incidentes 
 
Artículo 42. 
 
Serán incidentes de previo y especial pronunciamiento: 
 
I. La falta de personalidad. 
 
II. La incompetencia. 
 



 

 

III. La nulidad de notificaciones. 
 
IV. El de interrupción por causa de muerte o disolución; y 
 
V. La recusación por causa de impedimento. 
 
Cuando la promoción del incidente sea frívolo o improcedente se impondrá una multa 
hasta de 25 veces el salario mínimo diario vigente en el Estado. 
 
Artículo 43. 
 
Cuando ante una Sala Regional en materia administrativa se promueva una demanda de 
la que otra deba conocer por razón de territorio, se declarará incompetente de plano y 
comunicará su resolución a la que en su concepto corresponderá ventilar el negocio, 
enviándole los autos. 
 
Recibido el expediente por la Sala Regional requerida, decidirá de plano dentro de las 48 
horas siguientes, si acepta o no el conocimiento del asunto. 
 
Si la Sala Regional requerida lo acepta, comunicará su resolución al requirente y a las 
partes. En caso de no aceptarlo, hará saber su resolución a la Sala Regional requirente y 
a las partes, y remitirá los autos al Presidente del Tribunal Superior de Justicia. 
 
Recibidos los autos el Presidente del Tribunal Superior de Justicia turnará el asunto al 
pleno el que determinará dentro de los cinco días siguientes a cual Sala Regional 
corresponde conocer de la demanda. 
 
Cuando una Sala Regional este conociendo de algún juicio que sea de la competencia de 
otra, cualquiera de las partes podrá recurrir al Pleno del Supremo Tribunal, exhibiendo 
copia certificada de la demanda y de las constancias que estime pertinentes. Si éstas 
fueron suficientes, resolverá la cuestión de competencia y ordenará la remisión de los 
autos a la Sala que corresponda. Si las constancias no fueren suficientes, podrá pedir 
informe a la Sala cuya competencia se denuncie y resolverá con base en lo que ésta 
exponga. 
 
Artículo 44. 
 
Las notificaciones que no fueren hechas conforme a lo dispuesto en esta ley serán nulas. 
En este caso el perjudicado podrá pedir que se declare la nulidad dentro de los cinco días 
siguientes a aquel en que conoció el hecho ofreciendo las pruebas pertinentes en el 
mismo escrito en que se promueva la nulidad. 
 
Las promociones de nulidad notoriamente infundadas se desecharán de plano. 
 



 

 

Si se admite la promoción, se dará, vista a las partes por el término de tres días para que 
expongan, lo que a su derecho convenga, transcurrido dicho plazo, el Magistrado 
instructor dictará el proyecto de resolución que presentará a la sala. 
 
Si se declara la nulidad, la Sala ordenará reponer la notificación anulada y las actuaciones 
posteriores. 
 
Asimismo, se impondrá una multa al actuario, equivalente hasta de diez veces el salario 
mínimo diario vigente en el Estado, sin que exceda del 15% de su sueldo mensual. El 
Actuario podrá ser destituido de su cargo, sin responsabilidad para el Estado, en caso de 
reincidencia. 
 
Artículo 45. 
 
La interrupción por causa de muerte o disolución procederá cuando ocurran cualquiera de 
los siguientes supuestos: 
 
I. El fallecimiento de una persona que sea parte del procedimiento. 
 
II. Se presente la disolución de una persona moral, con base en la declaración 

definitiva que las leyes determinen en su caso. 
 
El procedimiento se suspenderá hasta por seis meses o cuando se nombre al 
representante de la sucesión o de la persona moral. 
 
El Incidente se tramitará aun de oficio. 
 
 

Capítulo Séptimo 
 

 De la Suspensión 
 
Artículo 46. 
 
La suspensión de los actos cuya nulidad se demanden podrá concederse por el 
Magistrado Instructor, en el mismo auto en que admita la demanda haciéndolo saber sin 
demora a la Autoridad cuyos actos se impugnen para su cumplimiento. 
 
Artículo 47. 
 
La suspensión podrá solicitarla el demandante en cualquier momento del procedimiento y 
tendrá por efecto mantener las cosas en el estado en que se encuentren, en tanto se 
pronuncie sentencia. 
 



 

 

No se otorgará la suspensión si se sigue perjuicio a un evidente interés social, se 
contravienen disposiciones de orden público o se deja sin materia el acto u actos cuya 
nulidad se demande. 
 
Cuando los actos materia de impugnación hubieren sido ejecutados y afecten a los 
particulares de escasos recursos económicos, impidiendo el ejercicio de su única actividad 
personal de subsistencia y entre tanto se pronuncie la resolución que corresponda, el 
Magistrado instructor podrá dictar las medidas cautelares que estimen pertinentes para 
preservar el medio de subsistencia del particular. 
 
La suspensión será revocable por la Sala cualquier momento del procedimiento, si varían 
las condiciones, en las cuales se otorgó. 
 
Artículo 48. 
 
Tratándose de multas, impuestos, derechos o cualquier otro crédito fiscal se concederá la 
suspensión si quien lo solicita garantiza su importe ante la receptoria de rentas del Estado 
en alguna de las formas siguientes: 
 
I. Depósito en efectivo; 
 
II. Prenda o hipoteca; 
 
III. Embargo en bienes; o 
 
IV. Fianza de compañía autorizada o de persona que acredite su solvencia con bienes 

raíces inscritos en el Registro Público de la Propiedad. Los fiadores deberán 
renunciar expresamente al procedimiento administrativo de ejecución. 

 
La suspensión dejará de surtir efecto si la garantía no se otorga dentro de los cinco días 
siguientes al en que quede notificado el auto que la hubiere concedido. 
 
Artículo 49. 
 
En los casos en que proceda la suspensión pero pueda ocasionar daños o perjuicios a 
terceros, se concederá si el demandante otorga garantía bastante para reparar el daño e 
indemnizar los perjuicios que con aquella se causaren, si no obtiene sentencia favorable 
en el juicio. 
 
Para que surta efectos la suspensión el demandante deberá otorgar la garantía que 
señale el Magistrado Instructor. 
 
Cuando con la suspensión pueda afectarse derechos de terceros, no estimables en 
dinero, el Magistrado Instructor que conozca del asunto fijará discrecionalmente el importe 
de la garantía. 
 



 

 

Artículo 50. 
 
La suspensión otorgada conforme al artículo anterior, quedará sin efecto si el tercero da a 
su vez caución bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la 
violación y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al demandante en el caso de 
que este obtenga sentencia favorable. 
 
Para que surta efecto, la caución que ofrezca el tercero, conforme al párrafo anterior, 
deberá cubrir previamente el costo de la que hubiese otorgado el demandante. 
 
Artículo 51. 
 
Para hacer efectivas las garantías otorgadas con motivo de la suspensión, el interesado 
deberá solicitarlo dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la sentencia ante 
la Sala, quien dará vista a las demás partes por un término de cinco días siguientes, en la 
que dictará el acuerdo que corresponda. 
 
  

Capítulo Octavo 
 

De las Pruebas 
 
Artículo 52. 
 
Podrán ofrecerse pruebas en el escrito de demanda, en el de contestación y hasta en la 
audiencia. 
 
En el caso de pruebas supervenientes, la Sala ordenará dar vista a la contraparte, para 
que en el plazo de tres días exprese lo que a su derecho convenga. 
 
En todo lo relativo a admisión, desahogo y valoración de pruebas, se estará a lo dispuesto 
en el Capítulo Segundo del Título Primero de esta ley. 
 

 
Capítulo Noveno 

 
De la Audiencia 

 
Artículo 53. 
 
La audiencia tendrá por objeto; 
 
I. Admitir y desahogar en los términos de esta ley las pruebas debidamente ofrecidas. 
 
II. Oír los alegatos. 
 



 

 

III. Dictar la sentencia del negocio. 
 
La falta de asistencia de las partes, no impedirá la celebración de la audiencia. 
 
Artículo 54. 
 
Declarada abierta la audiencia el día y hora señalados, el Secretario llamará a los 
litigantes, Peritos, testigos y demás personas que por disposición de la ley deban de 
intervenir en el juicio y se determinará quienes deban permanecer en el salón y quienes 
en lugar separado para ser introducidos en su oportunidad. 
 
Artículo 55. 
 
Una vez oídos los alegatos de ambas partes, el Pleno de la Sala deberá resolver en un 
plazo que no exceda de diez días. 
 
 

Capítulo Décimo 
 

De la Sentencia 
 
Artículo 56. 
 
Las sentencias que dicte la Sala Administrativa, deberán contener: 
 
I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos y, en su caso, el examen y 

valoración de las pruebas supervenientes que se hayan rendido; 
 
II. Los fundamentos legales en que se apoyen para dictar la resolución definitiva, 

debiendo limitarlos, en cuanto a la solución de la litis planteada, a los puntos 
cuestionados; y 

 
III. Los puntos resolutivos, en los que se expresarán los actos cuya validez se 

reconozca o cuya nulidad se declare; la reposición del procedimiento que se 
ordene; los términos de la modificación del acto impugnando; el plazo que se dé a 
la autoridad para contestar una petición de acuerdo con la naturaleza del asunto y, 
en su caso, la condena que se decrete. 

 
La Sala podrá suplir las deficiencias de la demanda examinando y valorando la legalidad 
de la resolución o acto cuya nulidad se demande. 
 
Artículo 57. 
 
Se declara que un acto es nulo cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 
 



 

 

I. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, que afecte las defensas 
del particular y trascienda al sentido de la resolución impugnada, la ausencia de 
fundamentación o motivación. 

 
II. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al 

sentido de la resolución impugnada; y 
 
III. Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fuero(sic) distintos o se apreciaron 

en forma equivocada, o bien si se dicto en contravención de las disposiciones 
aplicadas o se dejaron de aplicar las debidas. 

 
Artículo 58. 
 
La sentencia definitiva podrá: 
 
I. Reconocer la validez de la resolución o acto impugnado; 
 
II. Declarar la nulidad de la resolución o acto impugnado; 
 
III. Declarar la nulidad de la resolución o acto impugnado para determinados efectos, 

debiendo precisar con claridad la forma y término en que la autoridad debe 
cumplirla, salvo que se trate de facultades discrecionales. 

 
Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto, o iniciar un 
procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de 20 días. 
 
La Sala podrá declarar la nulidad de la resolución o acto impugnado para el efecto de que 
se emita nueva resolución cuando se esté en alguno de los supuestos previstos en las 
fracciones I y II del artículo anterior. 
 
 

Capítulo Undécimo 
 

Del Cumplimiento de la Sentencia 
 

( Se adiciona el Segundo Párrafo del artículo 59 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial 
No. 285, del 22 de diciembre de 1993 ) 
Artículo 59. 
 
De ser fundada la demanda las sentencias dejarán sin efecto el acto o resolución 
impugnada y las autoridades demandadas quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor 
en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, 
en los términos que establezca la sentencia. 
 
En contra de las sentencias pronunciadas en materia administrativa no procederá 
recurso alguno. 



 

 

 
( Se adiciona el artículo 60 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial No. 285. 22 de 
diciembre de 1993) 
Artículo 60. 
 
Pronunciada una sentencia que declare procedente el juicio intentado, se notificará 
por oficio y sin demora alguna, a las autoridades u organismos cuya resolución se haya 
impugnado para su cumplimiento. 
 
En el propio oficio en que se haga la notificación a las autoridades de las dependencias o 
entidades que se les prevendrá para que informen sobre el cumplimiento que se dé a la 
sentencia respectiva. 
 
Artículo 61. 
 
Se deroga. 
 
(Se adiciona el artículo 62 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial No. 285. 22 de diciembre 
de 1993) 
Artículo 62. 
 
En los casos de incumplimiento de sentencia firme, la parte afectada podrá ocurrir 
en excitativa, por una sola vez, ante la Sala que resolvió, y se dará vista a la 
autoridad responsable por el término de tres días, para que manifieste lo que a su 
derecho convenga. 
 
La Sala resolverá, si la autoridad ha cumplido con los términos de la sentencia, de 
lo contrario, la requerirá para que cumpla y le impondrá una multa hasta por la 
cantidad equivalente a cincuenta días de salario mínimo diario vigente en la capital 
del Estado. 
 
Si la autoridad persistiera en su actitud, la Sala, informará al Presidente del 
Supremo Tribunal de Justicia, quien a su vez comunicará al Gobernador del Estado 
o al Presidente Municipal, en su caso, a efecto de que se dé cumplimiento a la 
resolución por parte del servidor público responsable. 
 
(Reforma al artículo 63 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial No. 285. 22 de diciembre de 
1993) 
Artículo 63. 
 
Si no obstante los requerimientos anteriores, no se da cumplimiento a la resolución, en el 
término de cinco días, el Pleno del Supremo Tribunal, solicitará la destitución del 
servidor público responsable a la autoridad jerárquica, excepto que goce de fuero. 
 
Si la autoridad demandada goza de fuero, el pleno formulará ante la Legislatura del 
Estado, en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado y de los Municipios, la excitativa de declaración de desafuero correspondiente. 



 

 

 
Artículo 64. 
 
A quien promueva una excitativa frívola e improcedente se le impondrá una multa hasta 
de ciento ochenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado. 
 
( Se adiciona el artículo 65 en el Decreto No. 8 publicado en el Periódico Oficial No. 285. 22 de 
diciembre de 1993) 
Artículo 65. 
 
Las partes podrán formular excitativa de justicia ante el Presidente del Supremo 
Tribunal, o ante el Presidente de la Sala correspondiente, si el Magistrado Ponente 
no formula el proyecto de sentencia respectivo dentro del plazo señalado en esta 
ley. 
 
(Reforma al artículo 66 publicada en el Decreto No. 8 del Periódico Oficial No. 285. 22 de diciembre de 
1993) 
Artículo 66. 
 
Recibida la excitativa de justicia el Presidente del Supremo Tribunal o el Presidente 
de la Sala, solicitará informe al Magistrado Ponente, quien deberá rendirlo en el 
plazo de cuarenta y ocho horas. 
 
Si la excitativa es fundada, se otorgará un plazo que no exceda de diez días para que se 
presente el proyecto respectivo, si no se cumpliere con dicha obligación, será destituido el 
Magistrado ponente en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado por 
el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado y se hará saber al Gobernador del 
Estado, para los efectos legales correspondientes. 
 
 

T r a n s i t o r i o s : 
 
Artículo Primero. 
 
Las presentes reformas, adiciones y derogaciones, entrarán en vigor el día primero de 
enero de mil novecientos noventa y cuatro. 
 
Artículo Segundo. 
 
Todos los asuntos que se encuentre en trámite en las diversas Salas al entrar en vigor las 
presentes reformas, serán remitidas a la Sala que por jurisdicción le corresponda, de 
acuerdo con la determinación que haga el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado. 
 
Artículo Tercero. 
 



 

 

Los asuntos que se encuentren en trámite el entrar en vigor las presentes reformas se 
resolverán conforme a éstas. 
 
El Ejecutivo del Estado dispondrá se publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Palacio del H. Poder Legislativo del Estado, en la 
Ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los 14 días del mes de diciembre de 1993.- 
Diputado Presidente.- Lic. Francisco Sau Lara.- Diputado Secretario.- C. P. Francisco de 
J. Zepeda Bermúdez.- C. Diputado Secretario.- Norma Rebeca Álvarez Rincón.- Rúbrica. 
 
De conformidad con la fracción I del artículo 42 de la Constitución Política Local y para su 
observancia, promulgo el presente Decreto en el Palacio del Poder Ejecutivo del Estado, 
en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los veinte días del mes de diciembre de mil 
novecientos noventa y tres. 
 
C. Elmar Harald Setzer Marseille.- Gobernador del Estado.-Lic. Rafael M. González 
Lastra.- Secretario de Gobierno.- Lic. Guadalupe A. Ochoa Setzer.- Secretaría de 
Programación y Presupuesto.- Dr. Marco A. Besares Escobar.- Secretario de Desarrollo 
Rural y Ecología.- C.P. Antonio Pariente Algarín.- Secretario de Fomento Económico.-Ing. 
Samuel S. Luna Ruiz.- Secretario de Obras Públicas y Comunicaciones.- Profr. Gilberto O. 
Albores Cruz.- Secretario de Educación, Cultura y Salud.- Ing. Reynol Pimentel Medina.- 
Secretario de Participación Comunitaria.- Dr. Jesús Cancino Casahonda.- Coordinador de 
Programas Especiales.- Lic. Joaquín Armendáriz Cea.- Procurador General de Justicia del 
Estado.- Lic. José Carlos Pariente Minero.- Oficial Mayor de Gobierno.- C.P. Esdras E. 
Cruz y Cruz.- Coordinador General, encargado del despacho de la Tesorería General del 
Estado.- C.P. Maria de Jesús Wong Villarreal.- Contralor General de Gobierno.- Rúbrica. 
 
 
 


